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Asunto:
Informe de ponencia para segundo debate al Proyecto de Ley N° 174 de 2015 Cámara “POR MEDIO DE LA CUAL SE EXPIDEN NORMAS EN MATERIA DE FORMALIZACIÓN, TITULACIÓN Y RECONOCIMIENTO DE LAS EDIFICACIONES DE LOS ASENTAMIENTOS HUMANOS, DE PREDIOS URBANOS Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”
Apreciado señor Presidente,
En cumplimiento del honroso encargo que me hiciera la Mesa Directiva de la Comisión Primera Constitucional  y en desarrollo de lo dispuesto en la Ley 5ª de 1992 (artículos 150, 153 y 156), en mi calidad de ponente, me permito radicar Informe de Ponencia para segundo Debate del Proyecto de Ley N° 174 de Cámara, cuyo contenido es el siguiente:

1. Contenido del Proyecto de ley

2. Antecedentes Legislativos
3. Proposición

4. Texto propuesto para segundo debate

1. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY  

El Proyecto de Ley No.174 de 2015 Cámara, pretende que los municipios donde se haya adoptado la política pública de legalización de asentamientos humanos, establezcan el trámite notarial Cero y de Curaduría Cero para adelantar el  reconocimiento de las edificaciones de los barrios legalizados, siendo así  las notarías del respectivo municipio los que expedirán de manera gratuita la escritura pública de titulación de predios particulares para los casos que señalará la ley, lo cual le permitirá al propietario aplicar a los programas de mejoramiento de vivienda, tener acceso a créditos o enajenar la vivienda, generando de esta manera estabilidad y progreso para las familias.

1.1.    DE LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En la exposición de motivos del proyecto de Ley radicado, se expone en un primer momento el concepto  que establece La Constitución Política de 1991 que Colombia es un Estado Social de Derecho, fundado en el respeto a la dignidad humana, en la solidaridad y en la prevalencia del interés general. De tal manera que el Estado no solo se basa en el principio de legalidad, sino también en un Estado Social, que rompe el esquema clásico de la igualdad formal, para proyectarse en la efectividad de la igualdad material, promoviendo, las condiciones mínimas materiales de existencia de los individuos.  

Así mismo, la Carta Política señala que entre los fines esenciales del Estado está en el servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes contemplados en la Constitución. 

Por su parte, el artículo 209 de la Constitución Política de 1991, dispone que la función administrativa está al servicio de los intereses generales, y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, de eficacia, economía, celeridad, imparcialidad, y publicidad. Para materializar estos principios, las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado.

En virtud de lo anterior, nuestro Estado de Derecho el cual obliga las autoridades a dinamizar todo un conjunto de acciones positivas tendientes a hacer efectivos los derechos fundamentales consagrados en la Constitución y en el Bloque de Constitucionalidad, entre estas, las acciones tendientes a materializar el derecho a una vivienda digna. 

El derecho que tiene toda persona de lograr un nivel de vida adecuado que le garantice una vivienda digna, aparece contemplado en casi todas las Constituciones de las Naciones, en Colombia, la Constitución Política de 1991, reconoce en el artículo 51 el derecho que le asiste a todos los colombianos de tener una vivienda digna, así: “Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna. El Estado fijará las condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho y promoverá planes de vivienda de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas asociativas de ejecución de estos programas de vivienda.”

De acuerdo con la redacción de éste artículo, se distinguen varios aspectos relacionados con este derecho, primero se hace evidente el reto que tienen las autoridades estatales para fijar las condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho, pues es notoria la crisis de vivienda que presenta actualmente el país y la precariedad en que viven muchas familias por la carencia de condiciones dignas en sus hogares. 

Adicionalmente, se trae a colación jurisprudencia de la Corte Constitucional respecto de los conceptos de  vivienda digna de lo cual se puede extractar el derecho a la vivienda digna no puede desconocerse, ya que éste guarda estrecha relación con la dignidad humana, por ser la vivienda una necesidad humana básica que debe ser satisfecha al individuo para que pueda desarrollar su proyecto de vida en condiciones dignas, que no sólo implica tener un techo, sino que la vivienda sea segura, con condiciones de salubridad y con servicios públicos. La dignidad que se predica de este derecho no se reduce a una concepción ideal, sino que involucra la noción de habitabilidad, se espera que la vivienda tenga unas condiciones salubres, funcionales y seguras, comportando responsabilidad de estabilidad, calidad, titularidad por parte del Estado y de los urbanizadores. 

El acelerado incremento de la informalidad, la precariedad ambiental, urbanística y socioeconómica que caracteriza el desarrollo urbanístico de las ciudades, hacen parte de la realidad colombiana, generando en gran medida focos de inseguridad, marginalidad y violencia en sectores como las periferias. Tal situación suele estar asociado a factores como la pobreza, la violencia, el desplazamiento forzado, los desastres naturales, entre otros.

Lo anterior se manifiesta con la aparición de asentamientos humanos conformados por viviendas de interés social, quienes adquieren en la mayoría de los casos de forma ilegal la tenencia del suelo, estas dificultades vienen acompañadas con problemas de inestabilidad, amenaza y riesgo del suelo que habitan, ya que muchos de éstos asentamientos se encuentran establecidos en los bordes de la escarpa o en áreas de protección ambiental. 

Los asentamientos humanos provienen de desarrollos urbanísticos no planificados, es decir, que no cumplieron con los requisitos de ley a los cuales se somete toda construcción legal, esto es, tramitar una licencia de construcción o urbanización y acatar  las obligaciones que de ella se derivan, como lo son modificación, demolición de edificaciones, loteo o subdivisión de predios, el reforzamiento estructural, aplicar las normas de sismo resistencia, respetar aislamientos, áreas de cesión, perfiles viales, intervención y ocupación del espacio público, lo anterior, en cumplimiento de las normas urbanísticas y de edificación.  

Por el contrario, los asentamientos humanos en la mayoría de los casos son promovidos por un urbanizador ilegal, que por lo general es el propietario del terreno, quien a partir de un esquema básico de loteo, realiza la venta de los predios a personas de escasos recursos económicos, quienes desconocen las normas urbanísticas para la construcción y aquellas relacionadas con la transferencia del derecho de dominio de la propiedad, aprovechándose de la buena fe de sus compradores. La mayoría de las personas que adquieren estos terrenos, cuentan simplemente con promesas de venta de los predios o con algún documento privado de pago de anticipos que entregaron para asegurar la compra del lote.

Estos desarrollos urbanos al margen de los lineamientos del ordenamiento territorial presentan una serie de problemáticas que no solo radican en la densificación de la vivienda autoconstruida sin las condiciones técnicas que garanticen su sustentabilidad ambiental, funcional y frente a las amenazas naturales, sino que constituyen una cadena de degradación urbana por la falta de acceso a la infraestructura vial en algunos sectores y el bajo o nulo suministro de servicios públicos domiciliarios. Aunado a esto, es evidente que al no existir procesos de planificación urbana en aquellos asentamientos subnormales, no hay generación de espacio público suficiente y digno que le permita a la población de escasos recursos económicos acceder fácilmente a la recreación, acentuando las condiciones de marginalidad y reduciendo el bienestar social de sus habitantes.   

En el Plan Nacional de Desarrollo denominado hacia un Estado Comunitario aprobado por la Ley 812 de 2003, en su artículo 99 estableció dos prohibiciones respecto de los asentamientos originados en invasiones, loteos y edificaciones ilegales, la primera, la prohibición de inversión de recursos públicos, en las zonas mencionadas y la segunda, impedía a las entidades prestadoras de servicios públicos suministrar dichos servicios a las edificaciones que se ejecuten en estas condiciones.

El artículo 99 mencionado, fue demandado por inconstitucionalidad, aduciendo el demandante esta norma presenta un obstáculo para el cumplimiento de las finalidades del Estado Social de Derecho y que además viola el derecho a la vivienda digna establecido en el artículo 51 de la Constitución Política. 

En ese orden de ideas, para la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1189 de 2008 declaró inexequible el artículo 99 de la ley 812 de 2003 por considerar que “La imposibilidad de invertir recursos o prestar servicios públicos en áreas o construcciones determinadas del territorio nacional supone la ausencia de las actividades necesarias para el cumplimiento de las mínimas obligaciones constitucionales del Estado”. Además señala que esta norma “es incompatible con el régimen constitucional. Ello desconoce abiertamente el principio del estado social de derecho (artículo 1º de la Constitución) y los fines esenciales y las obligaciones sociales del Estado (artículos 2º, 365, 366, 367, 368, 369 y 370), entre otros” y precisa la corporación que “los servicios públicos han de estar al alcance de todos los colombianos y ninguna norma puede excluir de su acceso a ciertas personas en razón a su condición de pobreza o de marginalidad, como lo hace la norma acusada. Al contrario, el artículo 13 de la Carta señala que la debilidad económica y la marginación deben ser el fundamento de acciones afirmativas en beneficio de quienes por su situación socioeconómica precaria se encuentran expuestos a riesgos, amenazas y vicisitudes que tienen un profundo impacto en su capacidad de llevar una vida digna y de integrarse a las actividades propias de una sociedad organizada. El Estado ha de propender por un crecimiento urbano sostenible y planificado, pero ello no debe hacerse a expensas de excluir del acceso al agua y otros servicios públicos, máxime si aquellos afectados son individuos bajo una situación de especial vulnerabilidad”.

Con la inexequibilidad de la norma citada, la Corte precisó que las circunstancias o manera como se originan dichos asentamientos humanos no impide que el Estado intervenga o deje de hacerlo, de manera razonable, en dichos terrenos, con el fin de proteger los derechos de los respectivos habitantes, avanzar en el desarrollo planificado y organizado de la ciudad y proteger el hábitat urbano.

Debido a los inconvenientes que generan los asentamientos en las ciudades, la acción del Estado para dar solución a esta problemática ha sido la formulación de la política de legalización de asentamientos humanos por parte del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial a través del Decreto 1600 de 2005, el cual fue derogado por el artículo 136 del Decreto 564 de 2006 y éste a su vez fue derogado por el Decreto Nacional 1077 de 2015. 

Las disposiciones sobre la legalización de asentamientos humanos del Decreto Nacional 1077 de 2015, son empleadas por los entes territoriales cuando porciones de tierra vienen siendo ocupadas y urbanizadas irregularmente, sin mediar el licenciamiento urbanístico contemplado en la ley y sus reglamentos para desarrollar proyectos de vivienda, por lo que la legalización de estos asentamientos constituye una herramienta de gestión del uso del suelo para los municipios y distritos que han sufrido procesos urbanísticos anormales de hecho.

La ley 1001 de 2005, reglamentada por el Decreto Nacional 4825 de 2011, ordena a las entidades públicas del orden Nacional a ceder a título gratuito los terrenos de su propiedad que sean bienes fiscales y que hayan sido ocupados ilegalmente por vivienda de interés social, siempre y cuando la ocupación ilegal haya ocurrido con anterioridad al treinta (30) de noviembre de 2001. La finalidad de dicha ley estuvo orientada a incluir y ejecutar los procedimientos para la formalización de la propiedad y el mejoramiento de las condiciones de vida, garantizando de esta forma el acceso a la vivienda digna. 

Sin embargo, no toda invasión u ocupación ilegal se hace en predios fiscales, esta también se ha realizado en predios que pertenecen a particulares cuyos mecanismos para realizar la titulación debe efectuarse ante los notarios o ante los jueces civiles en caso de tener que adelantar procesos de pertenencia.  En el primer caso, los gastos notariales y de registro resultan onerosos para los poseedores de aquellas viviendas, quedando inconclusos los procesos de legalización de los barrios por la falta de recursos para la formalización de los títulos. 

Habiendo hecho referencia al tema jurídico el Proyecto de Ley presentado pasa a justificar la importancia del proceso de legalización el cual se consolida con la expedición de una resolución por parte de la autoridad administrativa competente, en ella se determina si se legaliza o no el asentamiento humano, además contendrá el reconocimiento oficial del asentamiento, la reglamentación urbanística a la que deberá someterse, la aprobación de los planos correspondientes y las acciones de mejoramiento barrial, en ese orden de ideas, la resolución de legalización es la licencia de urbanización para poder adelantar en las notarías los procesos de titulación de predios particulares.

Cabe anotar que durante la visita realizada por el  Presidente de la República Juan Manuel Santos Calderón a la ciudad de Bucaramanga, Departamento de Santander, en el acto del Programa “PRESIDENTE EN LAS REGIONES”, en los días 21 y 22 del mes de Agosto del año 2015,  se comprometió públicamente junto con el Superintendente de Notariado y Registro de implementar un Programa Social encaminado a favorecer a la población más vulnerables del País, con la creación de la Notaria Cero en todo el territorio nacional con   carácter de gratuidad para los asentamientos precarios que hicieron parte del proceso de legalización de asentamientos humanos que trata el Decreto Nacional 1077 de 2015. El programa Notaria Cero tiene por objeto realizar la titulación de predios particulares de manera gratuita e incidiendo de manera directa en que las familias de estratos 1 y 2 dignifiquen su vivienda y por ende su calidad de vida.

2. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS 

El Proyecto de ley número 174 de 2015 Cámara, fue presentado por iniciativa parlamentaria del Honorable Representante a la Cámara Miguel Ángel Pinto Hernández y así mismo ponente único, siendo publicado en la Gaceta del Congreso N°. 1030 de 2015 y la ponencia para primer debate publicada en la Gaceta del Congreso N° 1029 de 2016,  siendo debatido y aprobado  el pasado 7 junio del presente año como consta en el acta 45  publicada en la Gaceta del congreso N° 493 de 2016,  en donde se  presentaron  observaciones de los Honorables Representantes Telesforo Pedraza Ortega,  Elbert Díaz Lozano  y Clara Leticia Rojas González las cuales se encuentran incorporadas en el articulado que se propone para ser discutido en segundo debate en sesión Plenaria de la Cámara de Representantes. 
3. PROPOSICIÓN
Por las anteriores consideraciones me permito solicitar a los Honorables Miembros de la Plenaria de la Cámara de Representantes, darle segundo  debate al Proyecto De Ley No.174 De 2015 Cámara “Por medio de la cual se expiden normas en materia de formalización, titulación y reconocimiento de las edificaciones de los asentamientos humanos, de predios urbanos y se dictan otras disposiciones” con el texto propuesto:
MIGUEL ÁNGEL PINTO HERNÁNDEZ
Ponente.

4. TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY N°174 DE 2015 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE EXPIDEN NORMAS EN MATERIA DE FORMALIZACIÓN, TITULACIÓN Y RECONOCIMIENTO DE LAS EDIFICACIONES DE LOS ASENTAMIENTOS HUMANOS, DE PREDIOS URBANOS Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”
“El Congreso de Colombia,

DECRETA.”
ARTICULO PRIMERO: Establézcase el tramite notarial Cero y de Curaduría Cero para los asentamientos que sean objeto del proceso de legalización y reconocimiento conforme a esta ley. 

ARTÍCULO SEGUNDO: En los municipios o distritos donde se ha adoptado la política pública de legalización de asentamientos subnormales precarios, entiéndase excluidos las invasiones y/u ocupaciones tomadas de manera violenta. Los notarios expedirán de manera gratuita la Escritura Pública y las oficinas de instrumentos públicos harán el registro correspondiente de manera gratuita, incluyendo todos los impuestos y exceptuando los impuestos nacionales, en los siguientes casos: 

a) Licencia de subdivisión y liquidación de la comunidad en los casos donde el predio de mayor extensión sea de propiedad de una comunidad por porcentaje.

b) Licencia de subdivisión cuando el predio este en cabeza de una persona jurídica de derecho privado o una persona natural.  

c) Protocolizar el reconocimiento de la construcción previo tramite en las curadurías. 

PARÁGRAFO: Los actos de titulación que realicen los notarios se someterán a reparto por parte de las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos. 
Los municipios o distritos serán responsables de adelantar los procesos de pertenencia en caso que se requiera. 

ARTICULO TERCERO: Adóptese en los municipios o distritos el programa social curaduría cero, que se incorpora como programa que hace parte integral de la política pública de legalización de asentamientos humanos, cuyo propósito será asegurar un mejor ordenamiento urbano de los municipios y declarar la existencia de los desarrollos urbanísticos no planificados que se consolidaron sin obtener la licencia de construcción, previa la verificación de riesgos propia del procedimiento de legalización que se haya surtido.

Parágrafo. En ningún caso se podrá llevar a cabo el proceso de legalización en zonas de reserva ambiental o áreas protegidas, territorios indígenas, parques naturales o terrenos destinados al programa de restitución de tierras. 

ARTICULO CUARTO: La competencia para implementar el programa social curaduría cero corresponderá a las Secretarias de Planeación de los municipios y/o distritos o quien haga sus veces.

ARTICULO QUINTO: El reconocimiento de edificaciones es la actuación por medio de la cual la secretaria de planeación o quien haga sus veces, declara la existencia de los desarrollos urbanísticos no planificados que se ejecutaron sin obtener la licencia de construcción siempre y cuando cumplan con el uso previsto por las normas urbanísticas con las cuales se hizo la legalización de cada asentamiento y que la edificación se haya construido como mínimo cinco (5) años antes de la solicitud de reconocimiento. 

ARTICULO SEXTO: Las oficinas de catastro, planeación municipal o quien haga sus veces expedirán de manera gratuita el boletín de nomenclatura para todas las unidades de vivienda de los barrios legalizados para el acceso a las redes domiciliarias de servicios públicos. 

ARTÍCULO SEPTIMO: En los municipios o distritos donde se haya adoptado la política pública de legalización de asentamientos humanos, los alcaldes tendrán un plazo de 90 días contados a partir de la vigencia de esta ley para establecer la curaduría cero. 

El mismo plazo tendrán los alcaldes para conformar la curaduría cero en los municipios una vez se adopte la política pública.  

ARTICULO OCTAVO: La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 

MIGUEL ÁNGEL PINTO HERNÁNDEZ

Ponente.

7

[image: image1.png]